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LUIS ALONSO RICO PUERTA
Magistrado ponente

STC3697-2020
Radicación nº 13001-22-13-000-2020-00015-01
(Aprobado en Sala de diez de junio de dos mil veinte)

Bogotá, D.C., diez (10) de junio de dos mil veinte (2020). 

[bookmark: _Hlk41893767]Decide la Corte la impugnación formulada contra el fallo de 7 de febrero de 2020, proferido por la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena dentro de la acción de tutela que promovió Ayda Rosa Calderón Otero contra los Juzgados Octavo Civil del Circuito y Segundo de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de la misma localidad.

	ANTECEDENTES

1.	La convocante, actuando a través de apoderado judicial, reclamó la protección de los derechos fundamentales al debido proceso, defensa y acceso a la justicia, presuntamente vulnerados por las autoridades convocadas en un trámite ejecutivo (radicación 2018-00286).
2.  En sustento de sus súplicas, indicó que Alfredo León López promovió el compulsivo de mínima cuantía contra Roberto Julio Gary, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de Cartagena.

Explicó que, en ese asunto, se procedió con el embargo de un inmueble que aparece como propiedad del demandado, y el 26 de julio de 2019, «LA ALCALDÍA DE LA LOCALIDAD INDUSTRIAL» llevó a cabo la diligencia de secuestro del predio, como comisionada del mencionado despacho.

Agregó que, «a pesar de ser una persona iletrada, se opuso a la diligencia de embargo (sic), sin que la asistiera un abogado en la oposición al secuestro, presentando como PRUEBA SUMARIA las declaraciones extrajuicio realizadas en onotaría, para probar que la posesión material [la venía ejerciendo] hace más de diez (10) años».

Refirió que, por intermedio de abogado, presentó «INCIDENTE DE TERCERO CONTRA EL SECUESTRO», el cual fue admitido, pero en audiencia de 24 de octubre siguiente la autoridad judicial despachó desfavorablemente la petición, frente a lo cual interpuso recurso de reposición, en subsidio de apelación; siendo desestimado el primero, y concedido el segundo ante el superior.

Señaló que, una vez allegado el expediente al homólogo Octavo Civil del Circuito de la precitada localidad, con proveído de 15 de noviembre de 2019, resolvió rechazar el mencionado medio de defensa por improcedente, al tratarse de un proceso de única instancia. 

3. Así las cosas, pidió «revocar la providencia de 15 de diciembre de 2019  dictada por el Juzgado Octavo Civil del Circuito de Cartagena, que denegó el trámite del recurso de apelación concedido por el Juzgado Segundo de Pequeñas Cusas y Competencias Múltiples de Cartagena, mediante providencia de 24 de octubre de 2019».

RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS

1.  El Juzgado Octavo Civil del Circuito de Cartagena manifestó que «de manera restrictiva el Art. 17 del CGP consagra que los jueces civiles municipales conocen en única instancia los procesos de mínima cuantía y al encontrarse este proceso dentro de estos se dio aplicación al art. 90 del CGP el cual trata que la demanda será rechaza[da] cuando se carezca de jurisdicción o de competencia»; y «si bien es cierto el incidente se trata de un trámite accesorio a este, sigue la suerte del principal, por lo que el juzgado resolvió rechazar el recurso de apelación (…) por carecer de competencia».

2. El despacho Segundo de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de la referida ciudad relató las actuaciones del ejecutivo y dijo que «rechazó la oposición y decidió no declarar a la señora Ayda Rosa Calderón Otero como poseedora del bien inmueble objeto de la reposición. Decisión esta contra la que se interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, advirtiendo la suscrita que en estos procesos no eran susceptibles (sic) (…) por lo que resolvió insistirle al apoderado que (…) no es procedente, no obstante ante la insistencia (…) y en aras de proteger el derecho a la vivienda de la opositora, esta operadora judicial accedió a conceder el recurso ante el superior».

3.  Alfredo León López, demandante en la causa que se analiza, señaló que el amparo es improcedente porque se ha garantizado a la actora el acceso a la justicia y el debido proceso.

4.  El Alcalde de la Localidad Industrial y de la Bahía (E) de Cartagena precisó que «todas las garantías de ley fueron observadas por la entidad que hoy represento, pues en la diligencia se pusieron en práctica los principios del derecho fundamental a la defensa».

FALLO DE PRIMERA INSTANCIA

El tribunal a quo desestimó las pretensiones de este reguardo porque, «es claro el legislador en determinar que el trámite del ejecutivo de mínima cuantía sería de única instancia, no siendo de recibo lo argumentado por el accionante para que se conceda el recurso de apelación al tercero opositor, pues si bien la resolución de dicho incidente es apelable, ello no cambia la naturaleza de los diferentes trámites posteriores que se puedan desprender del proceso primigenio».

En ese orden, concluyó que «no por la intervención de un tercero se modifica el trámite del mismo, en este caso, el incidente resulta accesorio al proceso y se somete a sus reglas, quiere decir que, siendo un proceso de mínima cuantía, se restringe la doble instancia por tratarse de un proceso de única instancia –art.17 C.G.P.– (…) No deja de ser un contrasentido pensar que un mismo proceso contemple distintas instancias, dependiendo de sus intervinientes, en verdad, ese doble tratamiento rompería con el principio de igualdad».


IMPUGNACIÓN

El mandatario judicial de la pretensora reiteró los argumentos del escrito introductor y enfatizó que «en el caso ut supra la norma especial a aplicar al incidente incoado por AYDA ROSA CALDER[Ó]N OTERO son los artículos 597 numeral 8 del C.G.P. y el artículo 321 numeral 8 [ibídem] que consagran la apelación».

CONSIDERACIONES

1.	Problema jurídico.

Corresponde a la Corte establecer si el Juzgado Octavo Civil del Circuito de Cartagena incurrió en presunta vía de hecho en el trámite compulsivo de mínima cuantía (radicación 2018-00286), al rechazar el recurso de apelación propuesto por la actora contra el auto del homólogo Segundo de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de la misma ciudad, que no la declaró como poseedora del inmueble en disputa.

2.	Procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

Los criterios jurisprudenciales de esta Corporación han decantado que, en línea de principio, la tutela no procede contra las decisiones o actuaciones jurisdiccionales. Para mantener incólumes los principios que contemplan los artículos 228 y 230 de la Carta Magna, al juez constitucional no le es permitido, al menos por regla, inmiscuirse en el escenario propio de los trámites ordinarios.

Bajo esta perspectiva, solo excepcionalmente resulta viable la prosperidad del amparo frente a dichas actuaciones, esto es, «cuando con ellas se causa vulneración a los privilegios esenciales, obviamente bajo los presupuestos de que el afectado acuda dentro de un término razonable a formular la queja y haya utilizado los remedios idóneos» (CSJ STC, 15279-2018, 22 nov.). 

3. Caso concreto.

Revisadas las diligencias, prontamente advierte esta Sala que habrá de revocarse el fallo desestimatorio del tribunal a quo para, en su lugar, conceder el resguardo deprecado, comoquiera que se acreditó la vulneración del derecho al debido proceso que le asiste a la censora y el desconocimiento del precedente de esta Corporación, como pasa a explicarse.

En efecto, lo pretendido con este amparo se circunscribe a que se dé trámite al recurso de apelación que fue concedido por el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples en el compulsivo de la referencia, frente  la decisión de no declarar a la aquí recurrente como poseedora del inmueble en disputa, en tanto el homólogo Octavo Civil del Circuito de esa localidad, al realizar el examen preliminar, encontró que «si bien se observa la naturaleza del incidente es diferente a la materia específica del proceso, no obsta esto para que se dé aplicación al principio de derecho que establece que lo accesorio sigue la suerte de lo principal», por lo que concluyó que, al tratarse de un asunto de mínima cuantía –y, por ende, de única instancia–, no podía dársele curso a la alzada propuesta por la tercera opositora. 

Sin embargo, ese raciocinio habrá de invalidarse, habida cuenta que esta Sala de Casación ha venido sosteniendo de forma reiterada que, independientemente de la instancia única que pueda predicarse de un determinado proceso, la garantía de doble grado de conocimiento no se ve en lo absoluto limitada para los terceros totalmente ajenos al proceso que concurren a defender sus prerrogativas por vía de una oposición o incidente de levantamiento cautelar.

Sobre el punto, se ha afirmado que:

«(…) La oposición del tercero poseedor es en esencia una cuestión diversa del conflicto que es debatido en el juicio, en la cual las pretensiones del interviniente son autónomas frente a las aducidas por el demandante y el demandado. Por ende, tanto su trámite como la decisión que la resuelva son totalmente independientes de la acción principal. 

Por consiguiente, las vicisitudes del litigio, lo mismo que la estructura y reglamentación que tiene definidas no se extienden a esa actuación incidental que está gobernada por una forma procedimental propia, instituida para la tutela judicial efectiva de las garantías constitucionales y legales del tercero en su condición de extraño a la discusión que enfrentó a los sujetos de la relación jurídica debatida en el litigio» 

(…) Aunque no se discute que las partes del proceso están sometidas a esa restricción, el tercero que ha alegado tener la posesión material del bien no debe recibir idéntico tratamiento 
porque simplemente no se encuentra en un plano de paridad con los demandantes y los demandados. 

Requisito imprescindible de la excepción a la doble instancia de los procesos consagrada en los artículos 31 de la Constitución Política y 3º del Código de Procedimiento Civil, es la garantía del principio de igualdad que no es la simplemente formal sino la material por la que aboga el artículo 13 del ordenamiento superior, del cual deriva como mandato dar un mismo trato a iguales y uno diferenciado a desiguales» (STC3763-2016, 31 mar. 2016, rad. 00158-01).

En otro asunto, también se precisó que:

«(…) resulta propio afirmar, que la regla relativa al conocimiento en única instancia por la cuantía vincula a las partes del juicio, más no a quien, en calidad de tercero, intervenga en el trámite como opositor, pues su procedimiento y regulación -como antes se dejó sentado, son autónomos del litigio originario por cuanto se trata del reclamo de un sujeto ajeno al debate legal.

Y es que aceptando que la distinta posición jurídica de los opositores en relación con los sujetos procesales, los restringe para actuar en el proceso y poder censurar las decisiones que sólo competen a los últimos, resultaría contradictorio, además de improcedente, negar su acceso a la segunda instancia través del recurso de apelación (…)» (STC5309-2016, 28 abr. 2016, rad. 00862-00).

Así mismo, la jurisprudencia de esta Colegiatura ha recalcado que «figuras procesales como la oposición a la diligencia de entrega y la oposición a la diligencia de secuestro, aunque bien pueden entenderse como actuaciones o etapas de un trámite en concreto, se erigen en instituciones transversales del ordenamiento adjetivo, cuya configuración y previsión no pueden entenderse absolutamente delimitadas por las peculiaridades del proceso en que se suscitan», y especialmente, fue indicado, «cuando a esas facultades de oposición acuden quienes son ajenos a la relación sustancial que motiva el proceso» (STC4312-2018, 4 abr. 2018, rad. 00013-01).

De esa manera, el precedente de esta Corporación ha concluido que «(…) en situaciones especiales, como la de los terceros opositores, debe procurarse la protección de las garantías procesales de forma reforzada, en tanto estos intervinientes no pueden sujetarse a aspectos como la cuantía del asunto, toda vez que no detentan la calidad de partes y, en esa medida, su interés se circunscribe únicamente sobre el bien en litigio, como en este caso, donde la convocante afirma ser poseedora de un inmueble» (STC7352-2018, 6 jun.; reiterada en STC14278-2019, 18 oct.).

Dicho en otras palabras, la materialización de la garantía constitucional de defensa de ese tercero, a través de la consagración de la apelación como instrumento idóneo para que pueda discutir ante el superior funcional la legalidad de lo resuelto sobre su oposición, se justifica válidamente en la necesidad de propender la mayor protección posible a quien ninguna otra oportunidad tiene de reclamar sus derechos, por lo que habrá de concederse la salvaguarda pedida.

 4. Conclusión.

Conforme con lo expuesto, se infirmará el fallo de primera instancia para, en su lugar, acceder a la protección deprecada. En consecuencia, se dejará sin validez ni efectos el auto de 15 de noviembre de 2019, proferido por el Juzgado Octavo Civil del Circuito de Cartagena –que rechazó la apelación que había sido concedida por el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de la precitada ciudad–, para que, en su lugar, resuelva lo que en derecho corresponda, en relación con la oposición formulada por la pretensora.   

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, resuelve:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el 7 de febrero de 2020 por la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena. 

SEGUNDO: DEJAR sin validez ni efectos el auto de 15 de noviembre del Juzgado Octavo Civil del Circuito de Cartagena.

TERCERO: ORDENAR al titular del Juzgado Octavo Civil del Circuito de Cartagena que, en el término de cinco (5) días siguientes a la notificación de esta decisión, resuelva el recurso de apelación propuesto por la opositora.

CUARTO: COMUNICAR por un medio idóneo lo aquí resuelto a las partes, al a quo y, en oportunidad, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.





LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA
Presidente de Sala
Con Salvamento de Voto
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